

PROYECTO   DE   COMUNICACIÓN

La CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE SANTA FE vería con agrado que el Poder Ejecutivo, previo requerimiento a la Corte Suprema de Justicia, proceda a informar en relación al Jury de Enjuiciamiento que se le sigue al Titular del Juzgado de Primera Instancia de Distrito en lo Laboral, 6ª Nominación, de los Tribunales de Rosario, Dr. Osvaldo Cingolani:

1º - Si es cierto que el Tribunal de Enjuiciamiento no fue constituido para la oportunidad en los términos que impone el Artículo 2º de la Ley 7.050, y en tal caso:

a) por qué motivos su constitución no se ajustó a la Ley; 

b) si ello no invalida lo actuado por el mismo.

2º - Si es cierto que, iniciado el proceso, fueron ampliados los plazos para formular acusación, y en tal caso, quién tomó la decisión, indicando fundamentos y mayorías.

3º - Si es cierto que no todos los integrantes del Tribunal de Enjuiciamiento fueron convocados para las audiencias designadas para recibir testimoniales, en especial los representantes legislativos.

En caso afirmativo: a) por qué motivos no se convocó a todos sus integrantes; b) se acompañe prueba fehaciente de las convocatorias realizadas.

En caso negativo, qué integrantes del Tribunal estuvieron ausentes, y por qué motivos.

4º - Si es cierto que el 17 de junio de 2005 se presentó un recurso de reconsideración de la suspensión provisional aplicada al enjuiciado, y en tal caso, si el mismo fue notificado en tiempo y forma a los miembros del Tribunal de Enjuiciamiento, enviando copia de la prueba de fehaciente comunicación.

5º – Si es cierto que el 28 de febrero de 2006, se interpuso un recurso de revocatoria de la resolución denegatoria de la nulidad, y en tal caso, si el mismo fue notificado en tiempo y forma a los miembros del Tribunal de Enjuiciamiento, enviando copia de la prueba de fehaciente comunicación.

6º - Si como titular del Ministerio Público, el Procurador General ha formulado alguna denuncia contra el Presidente del Tribunal o alguno de sus miembros, por incumplimiento de deberes en lo que va del proceso de enjuiciamiento, y en tal caso, se la detalle.

Señor Presidente:

Vecinos rosarinos preocupados por la administración de justicia en la Provincia, nos llaman la atención sobre el desarrollo del Jury de Enjuiciamiento contra el titular del Juzgado de Primera Instancia de Distrito en lo Laboral, 6ª Nominación, de los Tribunales de Rosario, señalándonos diversas posibles irregularidades, que nos interesan sean debidamente aclaradas.

Así, se nos informa que, decidida la apertura del Jury de Enjuiciamiento, y corrido el traslado al Procurador General para que formulara la acusación (por los diez días del Artículo 13º de la Ley 7.050, que mantiene la igualdad de las partes acordando igual término a la defensa), el mismo solicitó se le ampliara el plazo, acordándosela el Tribunal, cuando ello no está previsto en la ley.

Designadas las audiencias para recibir testimoniales, el día 27 de febrero de 2006 se habrían recibido algunas declaraciones con la sola presencia del Procurador General, en lugar de la mayoría del Tribunal – seis de sus miembros – que establece el Artículo 2º de la ley 7.050.

La condición de director del trámite (Artículo 2º de la misma ley) – equiparable a la del juez del trámite en los Colegiados conforme a la supletoriedad (Artículo 19º de la misma ley) – le impone, al deber diligenciarse de oficio la prueba (Artículo 14º de la ley), notificar a los integrantes del Tribunal para que cumplan con sus cargas públicas (Artículo 3º de la ley, y 22º, inc. 4, de la Ley 10.160), y asegurar que no se produzcan actos nulos (Artículo 21º del Código Procesal Civil y Comercial). Si ello no ocurriere, por la misma supletoriedad y la interpretación analógica de lo dispuesto en el Artículo 66º de la Ley 10.160 – en razón de ser el Tribunal de Enjuiciamiento un órgano colegiado – la audiencia consumada sin la observancia estricta de las normas vigentes, sería nula de pleno derecho, con las costas a cargo del funcionario omitente.

El día 28 de febrero de 2006, el Presidente de la Corte Suprema de Justicia habría pretendido continuar recibiendo testimoniales en las mismas condiciones (omitiendo la reunión plena del Tribunal), ante lo cual, se habría planteado la nulidad de lo actuado y la suspensión del acto. El Procurador se habría opuesto argumentando que la calidad de director del trámite hacía suficiente la presencia del presidente, y que las testimoniales se recibían “por escrito”, lo que preservaba el derecho de los demás miembros del Tribunal a enterarse de su contenido. Haciendo propios tales argumentos, el Presidente habría rechazado la nulidad, por lo que se habría interpuesto revocatoria ante el Tribunal en pleno. El Presidente habría corrido traslado al Procurador (que no se habría expedido), y se habría dado por finalizado el acto, suspendiéndose el del día y los siguientes hasta tanto se resolviera el recurso.

Todo ello lleva a inferir distintas violaciones a la legislación vigente, con la consiguiente gravedad institucional que implica que los integrantes del máximo órgano de justicia, realicen prácticas al margen de las disposiciones legales.

Así, se podrían haber configurado, entre otras:

1 - Posible prevaricato: a) De quien o quienes habrían acordado ampliar el plazo que la ley concede al Procurador para formular la acusación, ignorándose si fue por decreto de Presidencia o decisión de todo el Tribunal, o por mayoría. b) Del presidente, al suscribir los argumentos del procurador para rechazar la nulidad del procedimiento, ya que como el Artículo 2º de la ley 7.050 exige la asistencia de la mayoría de miembros en las audiencias, es claro que no basta con la de quien dirige el trámite; ninguna norma establece que las testimoniales se reciban por escrito, salvo las excepciones de los Artículos 215º del CPCC – dignatarios –, y 54º, inc. 4, del CC – sordomudos que saben darse a entender por escrito –).

2 - Incumplimientos de deberes: a) En el caso 1 a): si no es prevaricato, se habría violado por el Presidente el deber de velar por el mantenimiento de la igualdad de las partes y evitar nulidades (Artículos 21º CPCC, 19º de la ley 7.050, y 16º y 18º de la Constitución Nacional). b) En el caso 1 b), habría acaso – aunque sea por ignorancia – omisión por el Presidente del acto de comunicar a los demás miembros del tribunal la realización de las audiencias a las que debieron asistir (El tribunal es la Corte ampliada, por lo cual, si según el Artículo 22º, inc. 4, de la Ley 10.160 le compete convocar a los demás miembros, debió hacerlo cuando su presencia es imprescindible, como en este caso). Si los hubiera convocado y los demás miembros no asistieron, éstos habrían incurrido en incumplimiento de deberes (Artículos 3º de la ley 7.050, 66º de la Ley 10.160 por analogía, y 249º del Código Penal). c) La revocatoria ante el pleno de la decisión de rechazar la nulidad procedimental no habría sido aún dictada. Se ignora si el Presidente puso en conocimiento de su existencia a los demás miembros del Tribunal. Si lo hizo, éstos han incumplido sus deberes. De lo contrario, aquél acumula un nuevo incumplimiento. d) En cualquiera de los casos anteriores, violaría el Procurador su deber de denunciar los incumplimientos de los miembros del Tribunal incursos en incumplimientos. e) Sería, además, instigador intelectual del rechazo de la nulidad con invocación de facultades del Presidente legalmente inexistentes y formas de recepcionar las testimoniales contrarias a la ley. f) Al decretar sobre la revocatoria ante el Tribunal, el presidente habría corrido traslado al Procurador sin fijar término. En tal caso y al haber concluido el acto “no siendo para más”, éste habría incumplido la carga de contestar ese traslado.

Todo ello, Señor Presidente, se nos presenta con tal gravedad, que existen quienes deducen del citado Jury de Enjuiciamiento, una maquinación muy parecida a la de un acto de persecución política contra un Juez de la Provincia, ante lo cual, la más elemental reacción que debemos asumir como legisladores, es demandar la información oficial al respecto, tanto para deslindar responsabilidades, como para eventualmente iniciar acciones que pongan término a actos de degradación institucional, negadores del estado de derecho. 
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